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RESUMEN  

 

En el Informe Jurídico se analiza un expediente penal de Robo agravado tipificado 

en el artículo 188° del Código Penal, con las agravantes descritas en los incisos 2 y 

4 del artículo 189° del mismo cuerpo normativo, en contra de Víctor Manuel Huamán 

Ríos, en agravio de Miguel Ángel Flores Rodríguez. La Cuarta Fiscalía Provincial 

Penal de Lima Norte, formalizó denuncia contra el imputado en calidad de coautor, 

y el Juzgado Penal de Turno de Lima Norte procedió a abrir instrucción en vía 

ordinaria, dictándose contra el imputado mandato de comparecencia con 

restricciones. La Primera Fiscalía Superior de Lima Norte con reos libres formuló 

acusación al imputado solicitando la imposición de trece años de pena privativa de 

la libertad y el pago de mil soles como reparación civil. La Primera Sala Penal 

Superior de reos libres de la Corte Superior de Lima Norte condenó al inculpado 

imponiéndole cuatro años de pena privativa de la libertad suspendida en su 

ejecución por el plazo de tres, fijando en la suma de seiscientos soles el monto de 

la reparación civil. La Primera Fiscalía Superior Penal de Lima Norte al no estar de 

acuerdo con la decisión de la sala interpuso Recurso de Nulidad en el extremo de 

la pena. La Sala Penal Permanente de la Corte Suprema Sentencia resolvió 

declarando haber nulidad en la sentencia recurrida y reformándola le impusieron al 

sentenciado diez años y seis meses de pena privativa de la libertad.  
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS INVESTIGADOS Y ACTOS 

PRINCIPALES DEL PROCESO 

_______________________________________________________________ 

1. HECHOS MATERIA DE INVESTIGACIÓN 

El 9 de abril de 2014 a las 22:00 horas aproximadamente, en circunstancias 

que el SO. PNP José Salazar Zuñe patrullaba por la cuadra 15 de la Avenida 

Naranjal observó a dos sujetos correr, dándoles al alcance después de dos 

cuadras aproximadamente, logrando detener a Víctor Manuel Huamán Ríos 

quien opuso tenaz resistencia a la intervención policial. En estos momentos 

llegó al lugar el agraviado Miguel Ángel Flores Rodríguez que reconoció al 

intervenido, indicando que este sujeto lo despojó de un teléfono celular, 

BlackBerry negro guinda con numero de línea 991890093, un audífono grande 

de color negro Sony, un gorro dufenball y un lente de medida; pero solo se 

recuperó el celular y el audífono, que fueron arrojados al suelo por el 

intervenido. El agraviado indicó que cuando estaba en el frontis del inmueble 

de su tía fue amenazado por dos sujetos, uno de ellos lo tomó del cuello y lo 

tumbó al piso y el otro lo despojo de sus pertenencias.  

El intervenido además presentaba una orden de captura por la presunta 

comisión del delito de violación sexual. 

Al ser interrogado sobre los hechos, el intervenido con presencia del 

representante del Ministerio Público acepta su participación y sostuvo que el 

responsable de los hechos víctima fue era su amigo “Koki Calderón” que ya 

tenía al agraviado en el suelo, no aporta mayores detalles para su 

identificación, y sostuvo que se limitó a sustraer el teléfono celular, para luego 

darse a la fuga.  

2. FORMALIZACIÓN DE LA DENUNCIA 

El 10 de abril de 2014 el titular dela Cuarta Fiscalía Provincial Penal de Lima 

Norte, en virtud del artículo 159° inciso 5) de la Constitución, en concordancia 

con el artículo 11° de inciso 2) del artículo 94° de la Ley Orgánica del Ministerio 

Público – Decreto Legislativo 052, formalizó denuncia penal contra Víctor 



Andrés Huamán Rivas por la presunta comisión del delito contra el patrimonio – 

Robo Agravado, en agravio de Miguel Ángel Flores Rodríguez. 

Los hechos fueron tipificados en el artículo 188° concordante con el inciso 2) y 

4) del artículo 189° del Código Penal, delito que en ese entonces estaba 

sancionado con una pena de 12 a 20 años de pena privativa de libertad. 

3. AUTO DE APERTURA DEL PROCESO PENAL 

EL 10 de abril de 2014, el Juzgado Penal de Turno de la Corte Superior de 

Justicia de Lima Norte, al observar que se cumplían los requisitos del artículo 

77° del Código de Procedimientos Penales, dispuso abrir instrucción en la vía 

del proceso penal ordinario contra Víctor Andrés Huamán Rivas por la presunta 

comisión del delito contra el patrimonio – Robo Agravado, en agravio de Miguel 

Ángel Flores Rodríguez. 

En esta resolución se dispuso la realización de la Audiencia para decidir la 

medida de prisión preventiva por el plazo de 9 meses requerida por el Fiscal. 

Se dispuso la medida de embargo de los bienes del imputado, para lo cual 

deberá formase el cuaderno cautelar.   

4. AUDIENCIA DE PRISION PREVENTIVA 

El 12 de abril de 2014 se realizó la audiencia de prisión preventiva contando 

con la presencia del Fiscal, del imputado que fue asistido por  la defensa 

pública.  Luego de la acreditación de las partes, el fiscal procedió a efectuar su 

requerimiento y se dio la palabra a la defensa, efectuado el debate 

correspondiente, se concluyó con la emisión de la Resolución N° 2 de fecha 12 

de abril de 2014, en la que se dispuso declarar infundado el requerimiento de la 

medida de prisión preventiva, y de dispuso la media de comparecencia con 

restricciones, debiendo no ausentarse de la región Lima, no variar de domicilio 

sin aviso previo y autorización del Juzgado, concurrir al control de firmas a la 

Corte cada 15 días así como para informar de sus actividades, y la prohibición 

de frecuentar personas y lugares de dudosa reputación.  

 

 



5. DEFENSA MATERIAL DEL IMPUTADO 

En la manifestación policial que rindió con presencia del Fiscal de Turno y sin 

presencia de un abogado defensor, sostuvo que quien asaltó al agraviado fue 

su amigo “Koki”, y que cuando se acercó a él, este ya tenía a una persona en el 

suelo, y como estaba mareado lo ayudo, quitándole el teléfono celular al 

agraviado, dándose luego a la fuga. 

En la declaración instructiva rendida el 20 de agosto de 2014 ante el Juzgado, 

el imputado sostuvo que su participación se limitó a haber recogido el celular 

del piso, celular que su amigo “Koki” le había quitado al agraviado de la mano.   

6. PRINCIPALES ACTOS DE INVESTIGACIÓN 

- El acta de registro personal e incautación que obra a fojas 15 de autos y 

que da cuenta del hallazgo en posesión del imputado de una pipa 

artesanal, un tubito metálico plateado, una billetera color blanco, rojo y 

negro de cuerina y un encendedor de plásticos amarillo. 

- El acta de hallazgo o recojo del piso de un celular BlackBerry color negro 

con rojo, así como un audífono Sony de color negro, obra a fojas 16 de 

autos. 

- Reconocimiento médico legal al agraviado realizado el 10 de abril de 

2014 a las 3:09 horas, presenta una excoriación en el codo izquierdo 

que requiere dos días de incapacidad médico legal. 

- Declaración del testigo José Manuel Salazar Zuñe que es el efectivo 

policial interviniente, sostuvo que observó a dos sujetos corriendo y que 

intervino a uno de ellos. No ha visto que haya tirado el celular, pero este 

fue encontrado en el piso, y el agraviado reconoció al intervenido. 

- Certificado de antecedentes judiciales del imputado que no registra 

anotaciones. 

- Certificado de antecedentes penales del imputado que registra 

antecedentes cancelados por el delito de robo agravado y robo simple. 

 



7. DICTAMEN E INFORME FINAL 

Concluida la instrucción, el Fiscal con fecha 21 de setiembre de 2015 expidió 

su dictamen final y luego el Juez Penal con fecha 30 de setiembre de 2015, su 

informe final. En ambos casos indicaron las diligencias actuadas, no actuadas, 

lo incidentes promovidos, el cumplimiento regular de los plazos y la situación 

jurídica del imputado que se encuentra con un mandato de comparecencia con 

restricciones. 

8. ACUSACIÓN DEL FISCAL SUPERIOR 

El 23 de agosto del 2016, el titular de la Primera Fiscalía Superior de Lima 

Norte con reos libres formuló acusación contra Víctor Andrés Huamán Rivas 

por la presunta comisión del delito contra el patrimonio – Robo Agravado, en 

agravio de Miguel Ángel Flores Rodríguez. Propuso que se le imponga trece 

años de pena privativa de libertad y se obligue al pago de un mil nuevos soles  

de reparación civil a favor del agraviado. 

Se sustentó la acusación en la declaración del agraviado, la declaración del 

efectivo interviniente y los certificados de antecedentes penales y judiciales.  

9. ETAPA DE JUZGAMIENTO 

El 29 de mayo de 2017 la Primera Sala Penal Superior de reos libres de la 

Corte Superior de Lima Norte expidió el auto de enjuiciamiento, luego de haber 

efectuado un control de oficio sobre la acusación, tomando en consideración lo 

establecido en el Acuerdo Plenario 6-2009/CJ-116. 

El 7 de agosto de 2017 se inició el juzgamiento, instalada la Audiencia se 

suspendió por decisión de la Sala, en una segunda sesión el Fiscal expuso su 

acusación y una vez instruido el acusado sobre la aplicación de la conclusión 

anticipada del juicio oral dentro de los alcances de la Ley 28122, se suspendió 

la sesión para que pudiera el acusado conferenciar con su abogado. 

En la tercera sesión, el acusado manifestó que se consideraba culpable y luego 

de formulados alegatos por parte de la defensa, se dispuso suspender la 

sesión. 



En la última sesión del juicio oral realizada el 29 de agosto de 2017 se dio 

lectura a la sentencia conformada. 

10. SENTENCIA DE LA SALA PENAL SUPERIOR 

El 29 de agosto de 2017 la Primera Sala Penal Superior de la Corte Superior 

de Lima Norte expidió sentencia y falló: CONDENANDO a Víctor Andrés 

Huamán Rivas como autor del delito de Robo Agravado imponiéndole cuatro 

años de pena privativa de libertad suspendida bajo reglas de conducta por el 

período de tres años. Se fijó en seiscientos soles el monto de la reparación civil 

que se debía pagar en el plazo de cuatro meses. 

En los fundamentos de esta decisión se estableció lo siguiente: 

1. Se encuentra acreditado el delito por la manifestación del agraviado, la 

manifestación del testigo presencial de los hechos y del efectivo policial 

interviniente.  

2. Se establece que el imputado no tuvo tiempo y la disponibilidad del bien, 

sin que ninguna persona se lo impidiera ya que fue intervenido cuando 

se daba a la fuga, por lo que debe responder en grado de tentativa 

acabada, considerando las agravantes “durante la noche” y “pluralidad 

de agentes” previstas en el inciso 2) y 4) del artículo 189° del Código 

Penal. 

3. Que, en autos no existe ninguna circunstancia que justifique que sea 

exento de responsabilidad, pero si es relevante la aplicación de la 

conclusión anticipada conforme a la Ley N° 28122. 

4. Para la determinación de la pena se tomó en cuenta que el sentenciado 

no tiene antecedentes penales, que se ha sometido al procedimiento de 

conformidad, que le es aplicable el sistema de tercios que se incorpora 

con la Ley N° 30076, que se toma en cuenta el daño causado a la 

víctima, que el imputado tiene una discapacidad física pues presenta 

artrosis en la cadera y desviación de la columna vertebral. 



5. En relación a la reparación civil se establece que se rige por el principio 

de daño causado, estableciéndose un monto racional y que guarda 

congruencia con el bien jurídico lesionado.                                      

11. RECURSO DE NULIDAD 

El Fiscal Superior interpuso recurso de nulidad contra la sentencia expedida 

dentro del plazo legal, procediendo luego a su fundamentación. El recurso 

interpuesto fue en el extremo de la pena impuesta sosteniendo que el delito 

de robo agravado atribuido tiene una pena de doce a veinte años de pena 

privativa de libertad, sin embargo, se ha impuesto cuatro años de pena 

suspendida por tres años bajo reglas de conducta.  

Considera que no se ha valorado debidamente las condiciones personales 

del imputado, que es una persona proclive a cometer actos contra el 

patrimonio puesto que tiene antecedentes penales cancelados por esos 

delitos. Además, se ha impuesto una pena privativa de libertad por debajo    

del mínimo legal sin que exista una atenuante que amerite tal disminución. 

Y que a la fecha en que se cometió el delito en abril del 2014, ya estaba 

vigente el sistema de tercios para la determinación de la pena concreta.  

Finalmente, no se ha acreditado el estado de discapacidad física del 

sentenciado.     

Mediante la resolución de fecha 10 de enero de 2018, la Primera Sala Penal 

Permanente de Lima Norte concedió el recurso de nulidad. 

12. RESOLUCIÓN DE LA SALA PENAL DE LA CORTE SUPREMA 

El 3 de setiembre de 2018 la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema 

resolvió declarar HABER NULIDAD en la sentencia impugnada en el 

extremo de la   pena, y reformándola impusieron diez años y seis meses de 

pena privativa de libertad efectiva, y ordenaron su inmediata ubicación y 

captura. 

 

 



En los fundamentos de esta decisión se estableció: 

1. Que, no existen razones que puedan sustentar una reducción por debajo 

del mínimo legal, solo tiene circunstancias genéricas que permiten 

establecer la pena dentro del margen legal predeterminado. 

2. No se establece alguna otra causa de disminución de la punibilidad, solo 

la tentativa, puesto que a la fecha de la comisión del delito tenía 25 años 

de edad por lo tanto no le correspondía aplicar la responsabilidad 

restringida tampoco correspondía establecer una complicidad 

secundaria, pues era coautor del delito. 

3. Que, en el caso concurren tres aspectos relevantes: 1. La presencia de 

dos circunstancias de agravación específicas en relación al numeral 2 y 

4 del artículo 189° del Código Penal, 2. Tiene el registro de dos 

antecedentes por delito similar, y 3. La coautoría ejecutiva en el delito 

cometido, encontrándose plenamente acreditada la intervención 

conjunta en la perpetración del robo.  

4. La pena concreta oscilaría en el primer tercio esto es, entre doce y 

catorce años y ocho meses, y se impondría como pena concreta doce 

años, que aplicando la bonificación procesal por conclusión anticipada 

del juzgamiento que según el Acuerdo Plenario 5-2008/CJ-116 

correspondería hasta un sétimo, con lo cual la pena de doce años 

resultaría afectada hasta diez y seis meses.  

5. Que, no se puede afectar el principio de proporcionalidad por defecto, 

pues no se puede sobredisminuir la responsabilidad por el hecho. Y no 

se toma en cuenta la situación de discapacidad alegada por el 

sentenciado, pues no bastará la inmediación, esta situación debe ser 

acreditada con la documentación pertinente, esto es, con un informe 

médico. 

 

 

 



II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES 

PROBLEMAS JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE 

_______________________________________________________________ 

En el análisis de este proceso se ha podido identificar los siguientes problemas: 

1. ¿Existía defectos en la imputación del Ministerio Público? 

2. ¿En todo delito grave se debe solicitar la medida de prisión preventiva? 

3. ¿Qué aspectos de la imputación fiscal fueron acreditados? 

4. ¿Debió aplicarse la conclusión anticipada del juicio oral de acuerdo a las 

características del caso? 

5. ¿Fueron correctos los criterios utilizados para la determinación de la 

pena con concreta? 

6. ¿Fueron correctos los criterios usados para determinar el monto de la 

reparación civil? 

Se procederá a efectuar una evaluación de cada uno de los puntos 

problemáticos identificados: 

1. Defectos en la imputación del Ministerio Público 

La imputación de que realiza el Ministerio Público cuando promueve la acción 

penal  ha pasado a tener mayor trascendencia, a partir del reconocimiento del 

principio de imputación mínima necesaria que tiene directa relación con el 

principio de legalidad y el  derecho de defensa, y en ese sentido, cuando el 

fiscal atribuye la formalizar una denuncia un delito, no bastará con que precise 

el tipo penal que corresponde a la conducta denunciada, sino que su 

imputación debe establecer de modo claro, comprensible y concreto tres 

aspectos:  El fáctico, el jurídico y un mínimo de elementos de convicción que 

sostengan la imputación. Con el desarrollo de la instrucción dicha imputación 

será irá consolidando hasta dar lugar a la acusación. 

La importancia de cumplir con una debida imputación, ha determinado diversos 

pronunciamientos, entre ellos del Tribunal Constitucional que señal: 



(…) ineludible exigencia que la acusación ha de ser cierta, no implícita, sino 

precisa, clara y expresa; con una descripción suficiente detallada de los 

hechos considerados punibles que se imputan y del material probatorio en 

fundamenta (…)», según el cual «al momento de calificar la denuncia será 

necesario, por mandato directo e imperativo de la norma procesal citada, 

controlar la corrección jurídica del juicio de imputación propuesto por el 

fiscal, esto es, la imputación de un delito debe partir de una consideración 

acerca del supuesto aporte delictivo de todos y cada uno de los imputados. 

(Fundamento jurídico 13 de la STC N° 4989-2006-HC/TC). 

Por otro lado, la Corte Suprema estableció lo siguiente: 

La imputación que se alude, supone la atribución de un hecho punible, 

fundado en el factum correspondiente, así como en la legis atiente y 

sostenido en la prueba, presupuestos que deben ser inescrupulosamente 

verificados por el órgano jurisdiccional ejerciendo la faculta de control que 

debe exigir que la labor del fiscal sea cabal, que la presentación de cargos, 

sea puntual o exhaustiva, que permitan desarrollar juicios razonables. 

(Fundamento jurídico IV del R.N N° 956-2011, Ucayali). 

En el caso concreto, se pueden observar algunos problemas en la imputación 

del Ministerio Público, puesto que considera el delito de Robo Agravado 

previsto en el artículo 189° incisos 2 y 4 en relación con el artículo 188° del 

Código Penal, del que se desprenden las siguientes exigencias típicas: 1. La 

sustracción de un bien mueble ajeno, 2. El uso de medios comisivos como la 

violencia o amenaza, 3. El apoderamiento del bien que implica el 

desplazamiento y disposición del bien,  4. La presencia del dolo y el animus 

lucrandi. A lo que se debe añadirse las circunstancias agravantes: 1. Durante la 

noche que implica que el hecho se realice durante el tiempo comprendido entre 

el ocaso y la aurora matinal, y 2. Con el concurso de dos o más personas, que 

implica la existencia una coautoría, esto es, la decisión y ejecución conjunta del 

delito. 

En la formalización de la denuncia se puede advertir en los hechos atribuidos 

que no se establece: Que, el agraviado fue abordado por un sujeto 

desconocido que los cogió del cuello y lo tumbó al suelo, y que el imputado le 



sustrajo sus pertenencias, minutos después del hecho, el imputado fue 

intervenido por la policía y se halló cerca de él, en el suelo dos de las 

pertenencias: Un teléfono celular y un audífono. En este punto se observa, 

algunos aspectos que no se sustenta y se dan por sobreentendidos: La hora en 

que se produce el hecho (21:30 horas), la pertenencia de los bienes sustraídos 

y hallados (no se acredita la preexistencia de los mismos por el agraviado),  la 

disposición aunque fuera potencial de los bienes sustraídos que determina el 

momento consumativo del delito (en este caso se produce la intervención 

minutos después del hecho cuando el imputado fugaba del lugar por lo que no 

tuvo la posibilidad de disponer de lo sustraído).  

En este primer acto del fiscal, se cuenta con la versión de la víctima y del 

policía interviniente que no presenció el robo, sino solo cuando dos sujetos 

corrían por la zona, también con se tiene el certificado médico legal del 

agraviado que da cuenta de una lesión mínima posiblemente producto de la 

caída al suelo. 

En los puntos que consideramos que no se observaron para la calificación 

jurídica cuenta el que se atribuyera el robo agravado consumado, cuando solo 

había quedado en grado de tentativa, ello siguiendo el criterio jurisprudencial 

sobre el momento consumativo del robo, que a continuación se cita: 

(…) el momento consumativo requiere la disponibilidad de la cosa sustraída 

por el agente. Disponibilidad que, más que real y efectiva debe ser 

potencial, esto es, entendida como posibilidad material de disposición o 

realización de cualquier acto de dominio de la cosa sustraída. (Sentencia 

Plenaria N° 1-2005/DJ-301-A, parte resolutiva). 

Sin embargo, en el caso, no queda claro si las otras pertenencias que señala el 

agraviado fueron llevadas por el otro sujeto desconocido que no fue 

intervenido, con lo cual, el delito si se consideraría consumado siguiendo las 

reglas establecidas por la Sentencia Plenaria en mencionada. 

En la acusación, prácticamente el Fiscal Superior reiteró lo señalado por el 

Fiscal Provincial, pero existen imprecisiones sobre  los objetos sustraídos y los 

que fueron recuperados justamente para establecer si se llegó a  consumar o 



no el delito, también existen imprecisiones sobre la presencia de amenazas de  

muerte  en el momento de la sustracción, así como que los sujetos arrojaban 

piedras en el  momento que escapaban del lugar.  

Tanto al formalizar denuncia como en la acusación no existe una evaluación de 

si reúnen todos los elementos configurativos de un robo agravado consumado 

durante la noche y con el concurso de dos o más agentes. Tampoco se dio una 

evaluación de si la prueba de cargo del Ministerio Público cumplía con acreditar 

todos los elementos de la imputación. Y en esas condiciones el acusado aceptó 

los cargos, que concluyeron en una sentencia condenatoria por robo agravado 

en grado de tentativa.                                                                                                                                                                                                                                                                 

2. Todo delito grave se debe solicitar la medida de prisión preventiva 

En el presente proceso, el Ministerio Público hizo el requerimiento de la medida 

de coerción personal consistente en la prisión preventiva, que por las 

modificaciones introducidas en el proceso ordinario regulado por el Código de 

Procedimientos Penales de 1940, ya no se decidía de oficio por el Juez Penal 

en el auto de apertura de instrucción, sino que debía ser requerida por el titular 

de la acción penal, debatirse en una Audiencia y decidirse en un auto expedido 

en dicho acto. 

Si bien es cierto la medida de prisión preventiva es considerada como la más 

grave y corresponde imponerse a delitos de cierta gravedad, de allí que uno de 

sus presupuestos es que el delito imputado tenga una prognosis de pena 

superior a los cuatro años de privación de la libertad, ese no es el único 

aspecto que debe evaluarse. 

Asencio Mellado (2003) refiriéndose a la concurrencia de los denominados 

presupuestos materiales de la prisión preventiva señala: 

El Código Procesal Penal del Perú es consecuente con dos exigencias, 

de relevancia constitucional, de manera que la regulación prevista avala 

y permite hablar de una norma democráticamente instalada en el Estado 

de Derecho. (…) lo artículos 268 al 270 responden a los clásicos 

periculum in mora y fumus boni iuris (…) (p. 5) 



En efecto, como señala el autor permiten legitimar esta medida que afecta la 

libertad de tránsito del imputado, el que concurra el peligro procesal (peligro de 

fuga o de obstrucción de la justicia) y la apariencia de delito, esto es, elementos 

graves y suficientes de la existencia del delito y la vinculación del imputado.  

En el presente caso, el requerimiento del fiscal fue rechazado y el Juez dictó la 

medida de comparecencia con restricciones, puesto que escuchadas las partes 

en la Audiencia, se estableció en el considerando 2.3.1.: “(…) el parte policial 

vinculado de modo temporal y un sentido de actualidad a los hechos no 

describe una hora de inicio de la persecución o del patrullaje policial que 

finalmente llegó a dar con la intervención del imputado. Aspecto que, en todo 

caso, tampoco lo libera al imputado y deberá ser objeto de averiguación (…)”  A 

lo que luego añade: “(…) a juicio del Juzgado, no se encuentran con fundados 

elementos de convicción de un alto grado de probabilidad en cuanto a la forma 

y circunstancias de intervención del imputado”. 

Por otro lado, en relación al peligro procesal sostiene que el imputado ha 

demostrado contar con arraigo domiciliario y si bien registra una orden de 

captura en un proceso por la presunta comisión del delito de violación sexual, 

este deriva de una situación de ausencia (desconocía que tenía este proceso 

en su contra). 

Se observa que existe un abuso en los requerimientos de prisión preventiva, en 

muchos casos solo considerando la gravedad de los delitos atribuidos sin 

prestar mayor análisis a los otros presupuestos, como en este caso, que el 

Juzgador consideraba que no se tenía un alto grado de probabilidad de 

vinculación del sujeto con los hechos y tampoco se podía deducir de modo 

abstracto un peligro de fuga o de obstrucción a la justicia. Siendo que el Código 

Procesal Penal ofrece otras alternativas como la comparecencia con 

restricciones para asegurar la presencia del imputado en el proceso. 

Sobre lo comentado la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha 

establecido: 

Concordantemente, las características personales del supuesto autor y 

la gravedad del delito que se le imputa no son, por sí mismos, 



justificación suficiente para la prisión preventiva. El peligro procesal no 

se presume, sino que la verificación del mismo debe realizarse en el 

cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas del caso 

concreto. (Sentencia en el caso J vs. Perú, fundamento jurídico 159). 

 La observancia de estos criterios en una decisión judicial debidamente 

motivada es lo que justifica la prisión preventiva, de lo contrario deviene en una 

medida arbitraria. 

3. Aspectos de la imputación fiscal que fueron acreditados 

Cuando observamos que en el presente caso, el Juez que resolvió no imponer 

la medida de prisión preventiva al imputado, sostuvo entre algunas razones que 

no existía una alta probabilidad sobre la forma y circunstancias de la 

intervención del imputado, a lo que se suma, el hecho de que existían algunos 

aspectos débiles en la imputación del fiscal, como: 

1. Si se llegó o no a consumar el delito de robo agravado, al respecto: Si 

solo fueron sustraídos el teléfono celular y los audífonos del agraviado 

(que no acreditó su titularidad ni preexistencia) y estos fueron 

recuperados instantes después del hechos cuando el imputado fugaba al 

ser perseguido por el agraviado y luego por la policía, siguiendo el 

criterio establecido por la Corte Suprema del momento consumativo con 

la disponibilidad potencial del bien (S.P. 1-2005) en este caso, el hecho 

quedo en grado de tentativa; pero si existieron otros bienes como 

anteojos y un gorro que no fueron recuperados y que se sostuvo que se 

llevó el otro agente desconocido, entonces el delito quedo consumado, 

siguiendo los criterios establecidos en la misma Sentencia Plenaria ya 

citada.  

2. No se llega a establecer si los objetos sustraídos fueron todos los que 

hallaron en el suelo, cerca al intervenido, y si existieron otros objetos 

que fueron llevados por el otro sujeto desconocido. A los elementos de 

cargo consistentes en la versión de la víctima y la declaración del 

efectivo interviniente sobre la intervención de otro sujeto, se suma la 

propia declaración del imputado que señala e identifica parcialmente al 



otro sujeto; pero no queda claro con la prueba actuada, si este sujeto 

desconocido término llevándose los bienes que no fueron hallados en la 

intervención del imputado, este punto es relevante como ya se indicó 

para sostener que el delito fue consumado o no. 

3. Tampoco existe certeza en relación a si medio violencia o amenaza en la 

ejecución, puesto que en un primer momento se estableció que la 

víctima fue cogoteada y cayó al suelo, luego se estableció por versión 

del agraviado que fue amenazado de muerte y le arrojaron piedras, sin 

embargo, en el reconocimiento médico legal efectuado al agraviado solo 

se encontró una excoriación de dos por dos centímetros en el codo 

izquierdo ocasionado por fricción, que pudo ser producto de su caída al 

suelo. Si solo se trató de una sustracción y no se ejerció o no se puede 

acreditar la violencia para ese fin, entonces, solo se estaría ante la figura 

de un hurto agravado.  

En relación a los hechos relativamente probados, se tiene que el agraviado 

fue víctima de la sustracción de algunas pertenencias cuya propiedad y 

valor no acreditó, también que presenta una excoriación que fuera producto 

de su caída al suelo y por la versión de la víctima y el coimputado hubo una 

cogoteo que permitiría sostener la presencia de la  violencia (aunque 

mínima) como medio comisivo, por otro lado, se establece la presencia de 

dos sujetos en el delito, aunque no se determina claramente qué acciones 

ejecutaron cada uno de ellos y el tipo de relación o acuerdo existente entre 

ellos, sin embargo, se tiene por versión de la víctima que fue el intervenido 

el que le sustrajo sus pertenencias y estas fueron halladas parcialmente 

cerca al lugar de la intervención, en el suelo. 

Considero que los elementos de cargo no son contundentes para sostener 

la existencia de un robo agravado consumado durante la noche y con el 

concurso de dos o más agentes, más aún, si no existió una etapa de 

juzgamiento donde se actuarán las pruebas con un debido control de la 

defensa, y con la debida inmediación del Juez que va sentenciar. 

 



4. La aplicación de la conclusión anticipada del juicio oral de acuerdo 

a las características del caso 

Una vez incorporada con la Ley N° 28122 la conclusión anticipada de juicio 

oral, que es un mecanismo de simplificación procesal que permite expedir 

sentencia sin un juzgamiento completo, toda vez que el acusado se conforma 

con la acusación y ello es ratificado por su abogado defensor; en muchos 

casos se ha convertido en un mecanismo para lograr la imposición de penas 

menores por una orientación equivocada de la defensa equivocada que no 

encuentra alternativas para la absolución o disminución de la pena o por el 

temor de los imputados de consecuencias más graves.  

En este caso, una vez instalado el juzgamiento, el acusado decidió conversar 

con su abogado y dio su conformidad con la acusación, aceptando los términos 

de hacer sido autor del delito de robo agravado consumado. Indebidamente 

permitieron que su abogado formule alegatos solicitando que se tuviera en 

cuenta su estado de salud, puesto que presentaba una artrosis a la cadera y 

desviación de la columna vertebral. La calificación de indebido a este acto 

procesal, corresponde que una vez que se da la conformidad total a la 

acusación debe procederse al sentenciar en el término de 48 horas, no 

correspondiendo ninguna alegación, puesto que no ha precedido ninguna 

actuación probatoria ni debate, pero además, el abogado no presentó prueba 

idónea de la situación de salud de su patrocinado. 

Creo que este caso ameritaba ir a juicio, justamente para someter las pruebas 

de cargo a contradictorio, puesto que quedaban algunas dudas sobre la 

configuración del delito y la responsabilidad. En muchos casos, someterse a 

este procedimiento es incentivado por la posibilidad de un trato más benigno 

como estableció la Primera Sala Penal con reos libres, que le impuso una pena 

por debajo del mínimo legal y además con carácter suspendido. 

5. La corrección de los criterios utilizados para la determinación de la 

pena con concreta 

Al observar la sentencia expedida en primera instancia, se puede ver que pese 

a que el Fiscal Superior cuando formuló su acusación solicitó trece años de 



pena privativa de libertad, se terminó imponiendo cuatro años de pena privativa 

de libertad suspendida por tres años sin reglas de conducta.   

Para la determinación concreta de la pena en dicha instancia se tomaron en 

cuenta: 1. Que, el sentenciado no tenía antecedentes penales, 2. Se había 

sometido a la conformidad procesal, 3. Que debía valorarse el grado de 

lesividad de su conducta, 4. Que, ya estaba vigente el sistema de tercios, y 5. 

Que, el sentenciado presentaba un problema de discapacidad física.  

Ninguna de las razones expuestas permitía una reducción de la pena por 

debajo del mínimo legal, y la aplicación suspendida de la pena no fue motivada 

en esta decisión de primera instancia. Se puede observar que ni el Fiscal 

Superior ni la Sala Penal Superior aplicaron el sistema de tercios que ya estaba 

previsto en el Código Penal (al momento de comisión del delito imputado) por 

la modificación introducida por la Ley N° 30076 en los artículos 45° y 46° de la 

norma citada. 

Oré Sosa (2013) comentando la incorporación del sistema de tercios señala:  

Antes de la entrada en vigor de la Ley N° 30076, carecíamos de un 

procedimiento para de determinación judicial de la pena, toda vez que no 

se contaba con normas que regulasen los pasos a seguir para la 

determinación de la pena concreta. En efecto, las previsiones de los 

artículos 45 y 46 –antes de la modificación -, si bien establecían 

importantes criterios para la determinación   y fundamentación de la 

pena, no establecían reglas sobre el momento y modo de aplicación de 

las circunstancias agravantes cualificadas o de las atenuantes 

privilegiadas. (p. 2) 

La Sala Penal de la Corte Suprema que conoció este caso por el recurso de 

nulidad interpuesto por el Ministerio Público, termina declarando haber nulidad 

en el extremo de la pena y la aumentó a diez años y seis meses. En esta 

instancia, si se aplicó el sistema de tercios, ubicando el caso en el primer 

tercio, considerando además, la tentativa y la bonificación procesal por 

someterse a la conclusión anticipada del juzgamiento.  



La Corte Suprema consideró que por someterse a este mecanismo de 

simplificación procesal debía considerarse una bonificación procesal: 

Empero, según lo expuesto en el primer párrafo, en los supuestos de 

conformidad procesal la reducción no puede ser de un sexto. 

Necesariamente ha de tratarse de un porcentaje menor. Así las cosas 

podrán graduarse entre un séptimo o menos, según la entidad o 

complejidad de la causa, las circunstancias del hecho y la situación 

personal del imputado, y el nivel y alcance de su actitud procesal. 

(Acuerdo Plenario N° 5-2008/CJ-116, fundamento jurídico 23) 

La determinación de la pena concreta exige considerar los límites legales y el 

principio de proporcionalidad, el que puede ser afectado por exceso y por 

defecto. Como bien estableció la Corte Suprema, la Sala Superior afectó 

ambos principios, la legalidad puesto que impuso una pena por debajo del 

mínimo sin precisar causales legales para ello, y la proporcionalidad por 

defecto puesto que terminó aplicando a un delito grave una pena no prevista, 

corta y suspendida lo que afecta los fines preventivos del Derecho Penal.  

La Corte Suprema consideró dos razones autorizadas para la disminución de la 

pena por un lado la tentativa, y por otro, la bonificación procesal por someterse 

a la conclusión anticipada del juzgamiento. 

Así tenemos que la Corte Suprema considera que la tentativa y bonificación 

procesal no debe confundirse con circunstancias privilegiadas de atenuación: 

(…) cabe precisar que no tiene la misma eficacia de atenuantes, las 

causales de disminución de la punibilidad ni la reducción punitiva por 

bonificación procesal. Ellas si bien posibilidad una penalidad por debajo del 

mínimo legal, su naturaleza y utilidad jurídica así como su oportunidad son 

muy distintas (…). (Cas. N° 66-2017, Junín. Fundamento jurídico 5) 

En este caso, habilitaban la disminución de la pena la tentativa y la conclusión 

anticipada del juzgamiento, pero dentro del marco de la legalidad y la 

proporcionalidad. 



6. La corrección de los criterios usados para determinar el monto de 

la reparación civil 

En relación a la reparación civil establece el Código Penal que puede ser una 

consecuencia derivada del delito que comprende la restitución del bien o su 

valor y la indemnización por  daños y perjuicios. En el presente caso, la parte 

afectada no se constituyó en parte civil, razón por la cual, el Ministerio Público 

solicitó en su acusación un mil nuevos soles de reparación civil. Luego, la Sala 

Penal en la sentencia de primera instancia fijó seiscientos nuevos soles de 

reparación, lo que no fueron modificados en la Corte Suprema. 

Ni la Fiscalía Superior ni la Sala Penal Superior establecieron una justificación 

concreta y objetiva del monto requerido y fijado, respectivamente. No se tomó 

en cuenta que  los bienes sustraídos fueron recuperados y respecto a los que 

no llegaron a recuperarse, nunca se determinó su valor. Tampoco existió una 

clara determinación del daño (material o no). Siendo este extremo motivado 

aparentemente, utilizando cuestiones generales o abstractas como que se 

imponía un monto en proporción al grado de afectación al bien jurídico.  

El tratamiento de la pretensión civil es mucho más riguroso en los procesos de 

Código Procesal Penal del 2004, en los que se tiene que precisar el monto, los 

fundamentos de hecho y derecho, identificando además presupuestos básicos 

de la responsabilidad civil. 

 

 

 

 

 

 

 

 



III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS 

RESOLUCIONES EMITIDAS Y PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

Consideramos que no existió una debida motivación en la acusación y 

sentencia condenatoria expedida por la Sala Penal Superior en cuanto a la 

configuración del delito de robo agravado en grado de tentativa, tampoco sobre 

las circunstancias agravantes “durante la noche” y con el concurso de “dos o 

más agentes”, esta situación paso desapercibida del control de la Corte 

Suprema puesto quien impugnó sobre el extremo de la pena fue el Ministerio 

Público y además, el hecho de que el imputado se sometiera a la conclusión 

anticipada del juzgamiento, conformándose con la acusación. 

En relación a la determinación de la pena, la Corte Suprema advirtió de los 

defectos en la individualización concreta de la pena efectuada por la Sala Penal 

Superior, dado que no justificó legalmente la reducción de la pena por debajo 

del mínimo legal y se además afectó el principio de proporcionalidad de la 

pena, al reducir la sanción de doce años a cuatro años, lo no determinaba un 

exceso, pero si un defecto tomando en consideración los fines preventivos del 

Derecho Penal.  

Se puede advertir un desconocimiento de la Fiscalía y de la Sala Penal 

Superior en cuanto en a la aplicación del sistema de tercios en la determinación 

de la pena concreta, pese a que el caso ya le alcanzaba la reforma realizada 

por la Ley N° 30076. 

La conclusión anticipada del proceso si bien puede conllevar a una 

simplificación procesal que implicará resultado punitivos efectivos, sin tener que 

llevar un caso a un juzgamiento completo, ello no exime al Juzgador que al 

momento de expedir la sentencia tenga que motivarla suficientemente y aun 

cuando el imputado se haya sometido a conformidad verificar que se ha 

destruido con prueba de cargo suficiente la presunción de inocencia.  

En el caso analizado, se expidió sentencia por robo agravado consumado, sin 

hacer ninguna evaluación en relación a si solo quedo en grado de tentativa o 

no, lo que dependía no solo de haber hallado algunas pertenencias del 



agraviado, sino en la existencia del otro agente que posiblemente se llevó otras 

de las pertenencias descritas pero que no fueron encontradas, ello tomando en 

consideración los criterios que la misma Corte Suprema estableció en la 

Sentencia Plenaria 1-2005, sobre el momento consumativo del robo. 

Es más quedan aspectos en duda sobre los bienes sustraídos, sobre el uso de 

la violencia contra el agraviado y sobre la existencia una coautoría. Aspectos 

que debieron ser desarrollados y sustentados en la sentencia condenatoria.  

Finalmente, la determinación del monto de la reparación fue arbitraria, puesto 

que se impuso un monto sin ningún sustento concreto y acreditado, es más no 

se tomó en consideración que parte de los bienes del agraviado fueron 

recuperados y que este no acreditó su preexistencia ni valor. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



IV. CONCLUSIONES 

_______________________________________________________________ 

1. La imputación que realiza el Ministerio Público es fundamental para el 

ejercicio del derecho de defensa, pero también para las decisiones 

judiciales, no bastará la atribución de un tipo penal, sino que debe fijarse 

debidamente el aspecto fáctico y acreditarlo. En este caso, el Ministerio 

Público dejó algunos aspectos sin contenido o sin un sustento probatorio 

suficiente, aspecto como: Si se produjo o no la consumación, si 

realmente los sujetos eran coautores del delito, si medio violencia contra 

el agraviado y en qué medida.  

2. La posición de la fiscalía la requerir prisiones preventivas tiende a 

considerar como un elemento fundamental y a veces determinante la 

gravedad del delito atribuido, olvidando que existen otros presupuestos 

que se deben sustentar debidamente como son la apariencia del delito y 

el peligro procesal; aspectos que si fueron tomados en consideración en 

este caso, generando que el Juez dispusiera la medida de 

comparecencia con restricciones. 

3. La fiscalía acreditó que al agraviado de sustrajeron sus pertenencias, 

que fueron dos sujetos los que participaron del hecho y que 

aparentemente medio violencia por la excoriación que presentó el 

agraviado en el codo  acreditada con el reconocimiento médico legal; sin 

embargo, se mostró debilidad en relación al grado de desarrollo del 

delito (si fue consumado o no), la presencia de una coautoría y la 

determinación clara de si la lesión presentada por el agente 

correspondía la violencia ejercida para sustraer sus bienes o fue 

producto de su caída al suelo. 

4. Con los problemas advertidos en relación a la imputación y dudas sobre 

algunos aspectos probatorios, lo más conveniente hubiera sido ir a juicio 

y someter la prueba al contradictorio, sin embargo, una razón que motiva 

a los imputados a someterse a conclusiones anticipadas del juicio oral 



es la posibilidad de tener una sanción más benigna y los problemas de 

sostener una defensa adecuada y de calidad. 

5. Los criterios aplicados por la Sala Penal Superior para determinar la 

pena concreta no fueron adecuados, puesto que impuso una pena por 

debajo del mínimo legal aunque no invocó causas legales para ello, y se 

afectó el principio de proporcionalidad de la pena por defecto, al 

disminuir drásticamente la sanción de doce años como mínimo legal a 

cuatro años suspendidos. El sistema de graduación de la pena si bien 

reconoce cierta libertad al juzgador impone ciertos parámetros que van 

de acuerdo a los fines preventivos y el principio de proporcionalidad.  

6. Para la determinación del monto de la reparación civil no se 

establecieron criterios concretos y objetivos, tampoco se tuvo en cuenta 

que se devolvieron algunas pertenencias al agraviado. Este extremo de 

la sentencia estuvo indebidamente motivada. 
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VI. ANEXOS 

_______________________________________________________________ 

 Formalización de la denuncia 

 Auto de apertura de instrucción  

 Audiencia de prisión preventiva 

 Dictamen e informe final  

 Acusación fiscal 

 Sentencia de la Sala Penal Superior 

 Recurso de nulidad 

 Resolución de la Sala Penal de la Corte Suprema 
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